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En el presente trabajo se hará un análisis de la prueba de alcoholemia en la 
normativa de tráfico, así como de aquellas conductas relacionadas con ella que 
pueden dar lugar a sanción, penal o administrativa. Igualmente se analizará la 
negativa a someterse a dicha prueba y sus consecuencias sancionadoras. Una 
vez visto esto, se analizará el concurso de estas dos infracciones en sede penal, 
a la luz de la jurisprudencia reciente. Igualmente, se hará un recorrido por la 
pericia de la prueba y se mencionarán las consecuencias que sobre el ser 
humano, especialmente en la conducción de vehículos, tiene el consumo de esta 
sustancia.  
(Palabras clave: alcoholemia, negativa, penal, administrativa, concurso) 
 
In the present work there will be an analysis of the breathalyzer test in traffic 
regulations, as well as those related to it that may lead to sanction, criminal or 
administrative. Likewise, the refusal to submit to said test and its sanctioning 
consequences will be analyzed. Once this is seen, the bankruptcy relationship of 
these two infractions will be analyzed in the criminal court, in light of recent 
jurisprudence. Likewise, there will be a tour of the expertise of the test and 
mention will be made of the consequences that the consumption of this substance 
has on the human being, especially in the driving of vehicles. 
(Keywords: breathalyzer test, refusal, criminal, administrative) 
 







El alcohol es uno de los factores de riesgo más frecuentemente implicados en 
los accidentes de tráfico. Según la DGT de cada 100 accidentes mortales el 
alcohol está implicado de uno u otro modo en entre 30 y 50 de ellos1. Su consumo 
es muy habitual en nuestro país (el 42% de los conductores españoles beben y 
conducen alguna vez2). La mayoría de las veces que un conductor determinado 
bebe y conduce no suele acabar sufriendo un accidente, por ello es habitual que 
dicho conductor repita ese comportamiento amparado por una falsa sensación 
de seguridad o impunidad. Aunque, según el Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses, en el año 2016, el 43% de los conductores fallecidos en 
accidentes de tráfico, tanto en vías urbanas como interurbanas, dio positivo en 
alcohol, drogas y/o psicofármacos, y dentro de esos positivos, concretamente el 
69% lo fue por alcohol3. 
 
El delito de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas es una de las 
más tradicionales conductas sancionadas como tipos penales destinados a 
proteger la seguridad vial. Este trabajo se centra en él y en la negativa a practicar 
las pruebas para su comprobación, debido a las especificidades que presenta 
esta conducta de forma autónoma y separada del consumo de otras sustancias, 
sobre todo después de la reforma del Código Penal operada por la LO 15/2007 
que pasó a objetivar una tasa de alcohol en el organismo a partir de la cual se 
considera iuris et de iure que existe influencia de la ingesta etílica sobre cualquier 
conductor. Dicha reforma desdobló la tipicidad4: 
- De una parte, subsiste la modalidad clásica de conducir bajo la influencia 
del alcohol, conducta que ha sido objeto de numerosas acotaciones y 
acercamientos jurisprudenciales para determinar cuándo existe esa 
influencia, que lo conceptúan como un delito de peligro hipotético o peligro 
abstracto tipificado. 
                                                 
1http://www.dgt.es/PEVI/documentos/catalogo_recursos/didacticos/did_adultas/alcohol.pdf 
(Fecha de consulta: 01/03/2018). 
2http://www.dgt.es/PEVI/contenidos/Externos/recursos/jovenes/factores-y-valores-de-riesgo.pdf 
(Fecha de consulta: 01/03/2018). 
3http://revista.dgt.es/es/noticias/nacional/2017/10OCTUBRE/1031-Informe-Toxicologia-
2016.shtml#.WocTudThCmw  
(Fecha de consulta: 01/03/2018). 
4STS 436/2017, Sala 2ª de lo Penal, 15 de Junio de 2017 (F.J. 2º).  
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- A su lado se ha introducido otra descripción típica: la conducción por 
encima de una tasa objetivada, que también es un delito de peligro 
abstracto o de peligro legalmente presumido. En esta segunda 
configuración, queda llanamente anulada la cierta holgura que el aplicador 
del Derecho tenía al tener que apreciar la influencia del alcohol en la 
acción de conducir, ya que por encima de esas tasas se presupone que 
todo conductor va influenciado por el consumo del alcohol. Esta tasa 
objetivada es lo que la jurisprudencia alemana conoce con el término de 
incapacidad absoluta para conducir. 
 
2. Objetivos y metodología 
Fundamentalmente, los objetivos del presente trabajo son el estudio de la 
conducción bajo la influencia del alcohol y la importancia de la introducción por 
el legislador de una tasa de alcoholemia objetiva digna, en todo caso, de sanción 
penal, así como la negativa a someterse a las pruebas legalmente establecidas 
para su comprobación. Se diferenciarán las conductas que pueden dar lugar a 
sanción penal o administrativa, así como la relación concursal de ambas 
infracciones en sede penal. Se analizará la jurisprudencia reciente y, por su 
relación, también se tratará el principio non bis in idem y la doctrina del 
autoencubrimiento impune. 
 
Para ello, además de la legislación correspondiente, es decir, Código Penal, Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, Ley de Seguridad Vial, Reglamento General de 
Circulación, entre otras, y de la abundante jurisprudencia que existe al respecto, 
se utilizarán Instrucciones de Fiscalía relacionadas con la persecución de estos 
delitos, así como publicaciones de datos estadísticos proporcionados por la 
Dirección General de Tráfico (DGT), asociaciones para la defensa de la 
Seguridad Vial y publicaciones jurídicas relacionadas con la materia que se 
relacionan en la Bibliografía.  
 
2.1. Diferenciación entre infracciones penales y administrativas 
Uno de los instrumentos que el Estado posee para garantizar una seguridad vial 
compatible con una sociedad moderna es la sanción, la cual posee una doble 
finalidad. Por un lado, en cuanto a la prevención especial, castigando al que 
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infringe la norma y, por otro lado, en cuanto a la prevención general, tratando de 
que el resto de ciudadanos no la infrinja bajo la amenaza de la sanción. Para ello 
cuenta con dos ámbitos sancionadores: el administrativo y el penal, que 
colaboran desde distintos niveles en la consecución de tal fin. La diferenciación 
entre estos dos instrumentos no es pacífica, distinguiéndose entre quienes 
encuentran5:  
➢ Diferencias cualitativas: el Derecho Penal protege auténticos bienes 
jurídicos, mientras que las infracciones administrativas sólo preservan los 
intereses de la Administración. 
➢ Diferencias cuantitativas: el Derecho Penal se ocupa de los ataques más 
graves, su fundamento se encuentra en el art. 25.3 CE, que impide a la 
Administración imponer sanciones privativas de libertad.  
 
Lo cierto es que parece que ambos Derechos se complementan, siendo el 
administrativo el castigo inicial para hechos no muy graves, y reservándose el 
penal para cuando las conductas alcanzan gravedad, de manera que se vean 
atacados bienes jurídicos como la vida o la integridad física. 
 
Así pues, nuestro ordenamiento jurídico tiene dos grupos de normas 
diferenciadas que, desde un punto de vista sancionador, se ocupan de las de 
conductas que afectan a la Seguridad vial: 
▪ Derecho Administrativo sancionador: fundamentalmente a través del Real 
Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial (LSV) y del Real Decreto 1428/2003, de 21 de 
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación 
(RGC). 
▪ Derecho Penal: a través del Código Penal, aprobado por Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre (CP), en su capítulo IV, dentro del título XVII, 
denominado “De los delitos contra la seguridad vial”.  
 
                                                 
5Delitos contra la seguridad vial (guiasjuridicas.wolterskluwer.es). 
(Fecha de consulta: 01/12/2017). 
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Quedan fuera de los delitos contra la seguridad vial los accidentes de tráfico por 
cuanto que son acciones consecuencia de falta de diligencia, y siempre que en 
ellos no se de la presencia de los elementos típicos de algunos de los delitos 
contra la seguridad vial (conducción bajo la influencia del alcohol o drogas, con 
exceso de velocidad, con temeridad manifiesta, etc.), aunque en la medida en 
que puedan causar lesiones o daños materiales a terceros, esas conductas 
pueden obtener una respuesta penal, pero a través de otros preceptos del 
Código Penal, como pueden ser: 
- Homicidio imprudente: art. 142 CP. 
- Lesiones imprudentes: art. 152 CP. 
- Daños imprudentes: art. 267 CP. 
- La omisión del deber de socorro: art. 195 CP. 
 
El presente trabajo se va a centrar en los art. 379.2 (delito de conducción bajo la 
influencia de alcohol) y 383 (negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia) 
del Código Penal y, además, pretende diferenciar aquellas conductas que 
pueden dar lugar a sanción penal de aquellas otras que no colman los requisitos 
de tipicidad que establece el delito, pero que, sin embargo, pueden y deben verse 
subsumidas dentro de las infracciones administrativas. 
 
Hacer constar también que en estos delitos, aunque comparten un elemento  
común con las consiguientes infracciones administrativas, no sería posible una 
doble sanción, es decir, sancionar penal y administrativamente a un sujeto por 
un mismo hecho, ya que, a parte de que se vulneraría el principio non bis in idem, 
el delito absorbe el total contenido de la infracción administrativa, añadiendo 
además la sanción penal el riesgo para los bienes jurídicos vida e integridad 
física, sin que dicha reiteración sancionadora pueda justificarse sobre la base de 
un diferente fundamento punitivo, dado que el bien jurídico protegido en ambas 
normas es el mismo, la seguridad vial6.  
 
Esta preferencia sancionadora de la jurisdicción penal viene además 
expresamente contemplada en el art. 85 LSV, que establece la obligación para 
                                                 
6STC 2/2003 de 16 de enero (F.J. 5º). 
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la autoridad administrativa de poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los 
hechos de los que conozca como consecuencia de un procedimiento 
sancionador y que pudieran ofrecer los caracteres de delito perseguible de oficio, 
suspendiendo sus actuaciones y, en caso de sentencia condenatoria, archivando 
definitivamente el procedimiento administrativo sancionador. Si por el contrario, 
la sentencia fuera absolutoria, se podrá continuar con el expediente 
administrativo, aunque respetando, en todo caso, la declaración de hechos 
probados en el procedimiento penal.  
 
2.2. Estudio de los tipos penales implicados y su relación concursal 
En el presente trabajo se analizarán los siguientes tipos delictivos: 
- Conducción bajo la influencia del alcohol, ya sea por la presencia de 
síntomas de embriaguez (art. 379.2 inciso 1º CP) o por superar la tasa 
objetiva de 0’60 mg/l de alcohol en aire espirado o de 1’2 gr/l de alcohol 
en sangre (art. 379.2 inciso 2º CP).  
- Negativa a someterse a las pruebas legalmente establecidas para la 
detección del alcohol en los conductores (art. 383 CP). 
 
Igualmente se verá la relación concursal entre ambos tipos, que no ha sido 
pacífica, ya que por parte de las Audiencias Provinciales se ha mantenido abierto 
un debate con dos posturas enfrentadas, de manera que las resoluciones que 
han abordado la cuestión han dado lugar a posiciones diferenciadas al debatir 
sobre si la aplicación de ambos delitos de forma conjunta conculcaría el principio 
non bis in idem, así como el principio de proporcionalidad de las penas vinculado, 
entre otros, al art. 25 CE.  
 
Así, a favor de la tesis del concurso real se pronunció la Audiencia Provincial de 
Huelva (Sección 2ª) en sentencia nº 9/2012, de 19 de enero, concluyendo que: 
“Tampoco se viola el principio "non bis in idem". La simple ubicación sistemática, 
por contemplar ambos delitos bajo la rúbrica de "delitos contra la seguridad vial", 
no significa que su relación sea de concurso de normas y uno sea absorbido por 
el otro”. En el mismo sentido se pronunciaron las siguientes: Sentencia nº 
202/2012 de 7 de febrero de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 5ª), 
Sentencia nº 138/2012 de 23 de marzo de la Audiencia Provincial de Guipúzcoa 
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(Sección 1ª), Sentencia de la Audiencia Provincial de Soria (Sección 1ª) nº 
32/2012 de 19 de abril, Sentencia nº 315/2013 de 10 de septiembre de la 
Audiencia Provincial de Sevilla (Sección 7ª) y otras. 
 
A favor de la existencia de un concurso de normas se pronunció la Audiencia 
Provincial de Madrid (Sección 17ª) en Sentencia núm. 399/2013 de 26 marzo: 
“Una vez que hemos llegado a la conclusión de que los artículos 379 y 383 del 
Código Penal protegen el bien jurídico de la seguridad vial, sin perjuicio de que, 
además, y de forma secundaria, el artículo 383 también pueda proteger el 
principio de autoridad, previendo una pena más grave -quizás estrategia decidida 
por el legislador para provocar el sometimiento voluntario a la prueba de 
alcoholemia- y, por otro lado, también hemos concluido que en los hechos objeto 
de acusación sólo se puso en peligro en una ocasión la seguridad vial, no nos 
cabe duda que la condena por ambos delitos supone una clara vulneración del 
principio "non bis in idem". Igualmente lo hicieron la Audiencia Provincial de 
Valencia (Sección 5ª) en Sentencia nº 219/2012 de 13 de abril, Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Islas Baleares (Sección 2ª) núm. 344/2012 de 7 
diciembre, Audiencia Provincial de Zamora (Sección 1ª) en sentencia núm. 
35/2014 de 9 mayo, entre otras. 
 
En este trabajo se va a analizar la respuesta jurisprudencial al asunto, en virtud 
de la reciente sentencia del Tribunal Supremo 419/2017 de la Sala 2º de lo Penal, 
de 8 de junio, la cual establece que la condena simultanea por delito de 
conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas y por delito de negativa a 
someterse a la práctica de la prueba de alcoholemia a requerimiento de agente 
de la autoridad no vulnera el principio de proporcionalidad ni el principio non bis 
in idem. También señala que la punición acumulada de ambos tipos penales es 
necesaria para reforzar con una mayor eficacia la tutela penal de los importantes 
bienes jurídicos personales que están detrás de los riesgos de la circulación vial. 
 
 
3.- Evolución histórica  
3.1. Antecedentes del delito de conducción bajo la influencia de bebidas 
alcohólicas y Derecho comparado 
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Con anterioridad a la reforma del CP operada por la LO 15/2007, de 30 de  
noviembre, el art. 379 CP castigaba a “el que condujere un vehículo a motor o 
ciclomotor bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas o  bebidas alcohólicas”. Así las cosas, la norma exigía acreditar la 
influencia de la ingesta de tales sustancias o bebidas alcohólicas en la 
conducción, no siendo suficiente una tasa positiva de alcoholemia sin la prueba 
de dicha afección. Además de la tasa, la jurisprudencia obligaba a atender, a los 
signos externos que presentara el conductor a través del atestado policial, a las 
maniobras realizadas y a los resultados lesivos ocasionados.  
 
Así pues, alguna jurisprudencia discutía en torno a si existía o no una tasa que, 
sin necesidad de otros elementos probatorios, fuera suficiente para acreditar la 
influencia, sobre todo cuando la presencia del alcohol en la conducción se 
detectaba en controles preventivos en los que, a priori, los conductores son 
seleccionados aleatoriamente. Sobre este extremo no había jurisprudencia del 
Tribunal Supremo consolidada. La STS de 9 de diciembre de 1999 contempló 
como relevante y suficiente la tasa de 0’75 mg/l, mientras que la posterior de 11 
de junio de 2001 la situó en 0’60 mg/l.  
 
Los pronunciamientos de las Audiencias Provinciales también eran 
contradictorios. A modo de ejemplo, la SAP de Madrid de 28 de abril de 2000 la 
fijaba en 0’75 mg/l; la SAP de Valencia de 20 de junio de 2005 en 0’60 mg/l; e 
incluso la SAP de León de 9 de enero de 2005 en la cifra aun inferior de 0’40 
mg/l. Junto a esto, otras Audiencias Provinciales como las de Córdoba 
(Sentencia de 5 de junio de 2000) y Barcelona (Sentencia de 26 de mayo de 
2000), interpretaron que ninguna tasa por si misma era suficiente atendiendo a 
la redacción literal del precepto entonces vigente. 
 
La Fiscalía General del Estado, a través de la Instrucción 3/2006, de 3 de julio, 
vino a unificar criterios en cuanto a la acusación, indicando a los Sres. Fiscales 
que ejercitaran la acción penal en tasas a partir de 0’60 mg/l. Igualmente indicaba 
que entre 0’40 y 0’60 mg/l había que atender a situaciones de conducción 
irregular y demás circunstancias. Y ya para tasa inferiores a 0’40 mg/l la acción 
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penal se limitaría a supuestos excepcionales en los que concurrieran con 
claridad otros datos probatorios incriminatorios. 
 
Las estadísticas europeas sitúan el consumo de alcohol como causante de al 
menos una tercera parte de las muertes que se producen en accidentes de tráfico 
en el ámbito espacial de la UE, y en su Recomendación de 20047 lo consideraba, 
junto con la velocidad excesiva, factor principal de siniestralidad, afirmación en 
la que desde entonces insisten los textos comunitarios. 
 
El legislador estatal en nuestro país, sensible a estas perspectivas europeas, ha 
querido endurecer la respuesta penal con una tasa objetivada. En una línea 
similar, en la UE han descendido de modo considerable las tasas administrativas 
y han aparecido tasas penales objetivadas. En este sentido, existe consenso 
unánime en que con tasas cercanas a 0’40 mg/l se originan afectaciones de 
entidad en cuanto a tiempo de reacción, trayectoria, atención, percepción del 
riesgo, coordinación, visión y procesamiento de la información8. En definitiva, la 
incidencia del alcohol en las facultades del sujeto es más relevante de lo que se 
creía hace unos años. 
 
La reforma del CP operada por la LO 15/2007, de 30 de noviembre, introduce un 
nuevo tipo en el párrafo 2º inciso 2º del art. 379 que, en definitiva, recoge el 
criterio de la Instrucción FGE 3/2006, al castigar de forma autónoma “en todo 
caso (…) al que condujere con una tasa de alcohol en aire espirado superior a 
0’60 mg/l”. Dicha incriminación objetivada aporta seguridad jurídica a los propios 
ciudadanos, ya que les permite conocer de antemano las tasas con las que se 
incide en la norma penal, propiciando un notable aumento de los procedimientos 
en conformidad, dada la claridad y objetividad del supuesto típico.  
 
Esta solución legislativa ya existe en el Derecho comparado, ya que podemos 
encontrar tipos objetivos de la influencia del alcohol en Luxemburgo y Portugal 
(la tasa típica es de 0’60 mg/l), en Francia (0’40 mg/l) y en Italia (0’25 mg/l). En 
                                                 
7http://www.boe.es/doue/2004/111/L00075-00082.pdf. 
8Circular 10/2011 Sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal 
en materia de Seguridad Vial. 
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Alemania la influencia se complementa con la tasa jurisprudencialmente 
consolidada de 0’55 mg/l9.  
 
Habría que mencionar aquí, las críticas que, por algún sector de la doctrina, se 
han vertido sobre este tipo de delitos en cuanto a que los consideran formales o 
de desobediencia, sin peligrosidad real, en los que la consumación se produce 
simplemente por rebasar cierto estándar de riesgo10, adelantando quizás 
demasiado la barrera punitiva, viniendo a administrativizar el Derecho Penal11. 
En palabras de Feijoo Sánchez, si se parte de que existe una diferencia 
cualitativa entre el Derecho penal y el Derecho administrativo sancionador, por 
entender que cada rama del ordenamiento jurídico cumple sus fines preventivos 
de forma diversa, la administrativización del Derecho penal debe tratarse como 
una patología12 
 
3.2. Antecedentes del delito de negativa a someterse a las pruebas de 
alcoholemia 
Con anterioridad a la reforma del CP operada por la LO 15/2007, el art. 380 CP 
castigaba a “el conductor que, requerido por el agente de la autoridad, se negare 
a someterse a las pruebas legalmente establecidas para la comprobación de los 
hechos descritos en el artículo anterior, será castigado como autor de un delito 
desobediencia grave, previsto en el art. 556 de este Código”. Esta redacción 
generó la necesidad de que el conductor presentara al menos una sintomatología 
compatible con la conducción alcohólica castigada por el art. 379 CP para 
imputar tal desobediencia. Todo ello por la literalidad del propio artículo que 
indicaba “…para la comprobación de los hechos descritos en el artículo 
anterior…”, y que no eran otros que la conducción influenciada por el alcohol, ya 
que aun no se encontraba prevista la comisión por superar una tasa objetiva. 
 
Así las cosas, Audiencias Provinciales como las de Lérida (Sentencia de 5 de 
julio de 1998) penalizaban la negativa en todos los supuestos contemplados en 
                                                 
9Circular 10/2011 Sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal 
en materia de Seguridad Vial. 
10TRAPERO BARREALES, M. A. (2011), págs. 31 ss. 
11GARCÍA ALBERO, R. (2007), págs. 2 ss. 
12 FEIJOO SÁNCHEZ, B. (2007), pág. 204. 
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el art. 21 RGC (implicación en accidente, síntomas, comisión de infracción, 
controles preventivos) aun cuando en estos últimos no se apreciaran indicios o 
signos externos de la comisión del delito del art. 379 CP. 
 
El Tribunal Supremo vino a unificar criterio con su STS 3/1999, de 9 de 
diciembre, en la cual consideró aplicable el tipo penal sólo cuando hubiera signos 
reveladores de la conducción bajo el efecto de bebidas alcohólicas en el 
conductor que se negare a la prueba, o si la negativa lo es después de un 
accidente. Dicha exigencia se ajustaba a la expresión típica “para la 
comprobación de los hechos descritos en el artículo anterior”, que era el de la 
conducción bajo la influencia del alcohol. Por eso, las negativas en las que no 
apareciera esa conducción influenciada irían por la vía administrativa. 
 
Actualmente, el mismo supuesto fáctico aparece regulado en el art. 383, sin que 
haya habido una modificación sustancial del anterior art. 380, aunque se ha 
suprimido la referencia expresa al delito de desobediencia, lo que no implica que 
se haya dejado de conceptuar la conducta contemplada en el nuevo precepto 
como un delito específico de desobediencia, circunstancia que se desprende de 
la exposición de motivos de la mencionada ley orgánica. El actual art. 383 CP 
dispone que “el conductor, que requerido por un agente de la autoridad, se 
negare a someterse a las pruebas legalmente establecidas para la comprobación 
de las tasas de alcoholemia y la presencia de drogas tóxicas, estupefacientes y 
psicotrópicas a que se refieren los artículos anteriores, será castigado con las 
penas de prisión de 6 meses a 1 año y privación del derecho a conducir vehículos 
a motor y ciclomotores por tiempo superior a 1 y hasta 4 años”.  
 
El nuevo artículo ya no vincula las pruebas a los hechos del artículo anterior, sino 
a unas “tasas” que pueden darse haya o no signo de conducción influenciada, 
por lo que amplía su ámbito de aplicación a todos los supuestos que recoge el 
art. 21 RGC, quedando dentro del delito las negativas en controles aleatorios, a 
través de los que no sólo se comprueba la influencia, sino también la tasa 
objetivada, por lo que no es necesaria la presencia adicional de síntomas 
externos, implicación en accidentes o presentar comportamientos infractores en 
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la conducción para poder imputar el delito de negativa a someterse a las 
pruebas.  
  
4.- Metodología de la prueba de alcoholemia 
4.1. Introducción a la prueba de alcoholemia 
La alcoholemia representa el volumen de alcohol que hay en la sangre y se mide 
en gramos de alcohol por litro de sangre o su equivalente en aire espirado, es 
decir, miligramos de alcohol por litro de aire espirado. De acuerdo con la 
legislación actual (art. 20 RGC), las tasas de alcoholemia permitidas para los 
conductores en España son las siguientes: 
➢ Conductores en general: 0’5 g/l de alcohol en sangre ó 0’25 mg/l de 
alcohol en aire espirado. 
➢ Conductores profesionales y nóveles: 0’3 g/l de alcohol en sangre ó 0’15 
mg/l de alcohol en aire espirado. 
 
La tasa de alcoholemia que alcanza una persona tras una ingesta etílica varía 
en función de muchos factores13: 
✓ La rapidez con la que se ingiere. 
✓ Las características del alcohol que se toma. 
✓ Su combinación con alimentos. 
✓ La edad. 
✓ El sexo. 
✓ El peso. 
✓ La hora del día. 
✓ Circunstancias personales (fatiga, somnolencia, ansiedad, estrés).  
 
 
4.2. La curva de la alcoholemia 
La presencia del alcohol en la sangre describe una curva denominada Curva de 
la Alcoholemia o de Widmark, según la cual, el alcohol puede empezar a 
detectarse en la sangre a los 5 minutos de haberlo ingerido y alcanza su máximo 
entre los 30 y 90 minutos siguientes. A partir de ese momento comienza a 
                                                 
13http://www.dgt.es/PEVI/documentos/catalogo_recursos/didacticos/did_adultas/alcohol.pdf 
(Fecha de consulta: 20/03/2018). 
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desaparecer lentamente hasta su completa eliminación14. La forma de esta curva 
depende de las variables mencionadas en el apartado anterior, entre otras 
muchas. 
 
4.3. Efectos del alcohol en el organismo 
El alcohol produce alteraciones muy evidentes en el comportamiento y afecta a 
casi todas las capacidades psicofísicas necesarias para una conducción segura. 
A partir de 0’5 g/l de alcohol en sangre o 0’25 mg/l de alcohol en aire espirado 
los efectos son evidentes en la gran mayoría de personas, aunque por debajo de 
esos límites también puede haber un aumento del riesgo de sufrir accidentes. 
Las alteraciones más habituales y peligrosas para la conducción de vehículos 
que pueden producirse con el consumo de alcohol son15: 
▪ Repercusiones sobre el comportamiento: 
o Infravaloración de sus efectos y falsa sensación de control. 
o Sobrevaloración de la capacidad para conducir y mayor tolerancia 
al riesgo. 
o Disminución del sentido de la responsabilidad y la prudencia. 
o Aumento de conductas impulsivas y agresivas. 
▪ Alteraciones de las funciones perceptivas: 
o Reducción de los movimientos oculares. 
o Se perciben peor las luces y las señales. 
o Se deteriora la convergencia ocular necesaria para calcular 
correctamente las distancias. 
o Dificultad para adecuar la velocidad propia. 
o Reducción del campo visual, efecto de visión en túnel. 
o Fatiga ocular. 
▪ Alteraciones en la atención: 
o Dificultad para atender situaciones complejas (incorporaciones o 
situaciones en las que hay mucho tráfico implicado). 
                                                 
14https://www.msssi.gob.es/ciudadanos/accidentes/docs/modulo2.pdf  
(Fecha de consulta: 20/03/2018). 
15http://www.dgt.es/PEVI/documentos/catalogo_recursos/didacticos/did_adultas/alcohol.pdf 
(Fecha de consulta: 20/03/2018). 
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o Se centra la atención en el centro de la vía, con dificultad para 
percibir objetos que están o aparecen en los bordes. 
o Dificultad de mantener la atención por un tiempo prolongado. 
▪ Alteraciones en la psicomotricidad: 
o Falta de coordinación en los movimientos. 
o Bajo control de movimientos que requieran precisión. 
o Alteración del equilibrio. 
 
En ciertas ocasiones, el consumo de alcohol se mezcla con otras sustancias, ya 
sean legales (medicamentos) o ilegales (hachís, cocaina, etc), produciéndose 
reacciones aun más adversas y peligrosas para la conducción, ya que sus 
efectos se pueden potenciar mutuamente. 
 
4.4. Regulación legal de la prueba de alcoholemia 
La regulación legal de la prueba de alcoholemia se encuentra establecida en el 
art. 14  LSV dentro del epígrafe con la rúbrica “Bebidas alcohólicas y drogas”, y 
en el que se establece que:  
1. No puede circular por las vías objeto de esta Ley el conductor de cualquier 
vehículo con tasas de alcohol superiores a las que reglamentariamente se 
determine.  
2. El conductor de un vehículo está obligado a someterse a las pruebas para 
la detección de alcohol o de la presencia de drogas en el organismo, que 
se practicarán por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia 
del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas. 
Igualmente quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se 
hallen implicados en un accidente de tráfico o hayan cometido una 
infracción conforme a lo tipificado en esta Ley. 
3. Las pruebas para la detección de alcohol consistirán en la verificación del 
aire espirado mediante dispositivos autorizados (…) No obstante, cuando 
existan razones justificadas que impidan realizar estas pruebas, se podrá 
ordenar el reconocimiento médico del sujeto o la realización de los análisis 
clínicos que los facultativos del centro sanitario al que sea trasladado 
estimen más adecuados. 
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4. El procedimiento, las condiciones y los términos en que se realizarán las 
pruebas para la detección de alcohol o de drogas se determinarán 
reglamentariamente. 
 
El desarrollo reglamentario se encuentra establecido en el Real Decreto 
1428/2003, de 21 de Noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General 
de Circulación, concretamente en el Título I, capítulo IV (art. 20 a 26) 
denominado “Normas sobre bebidas alcohólicas”: 
- Art. 20: Tasas de alcohol en sangre y aire expirado. 
- Art. 21: Investigación de la alcoholemia. Personas obligadas. 
- Art. 22: Pruebas de detección alcohólica mediante el aire expirado. 
- Art. 23: Práctica de las pruebas. 
- Art. 24: Diligencias del agente de la autoridad. 
- Art. 25: Inmovilización del vehículo. 
- Art. 26: Obligaciones del personal sanitario. 
 
Dichas pruebas, según los anteriores artículos, consistirán, normalmente, en la 
verificación del aire espirado mediante etilómetros que, oficialmente autorizados, 
determinarán de forma cuantitativa el grado de impregnación alcohólica de los 
interesados. Cuando las personas obligadas sufrieran lesiones, dolencias o 
enfermedades cuya gravedad impida la práctica de las pruebas, el personal 
facultativo del centro médico al que fuesen evacuados decidirá las que hayan de 
realizar, aunque normalmente se realizará un análisis de sangre.  
 
La prueba de alcoholemia está integrada por dos espiraciones en el aparato, 
debiendo practicarse la segunda en un plazo no inferior a diez minutos desde la 
primera, todo ello para una mayor garantía y a efectos de contraste. El art. 23.1 
RGC utiliza para esta segunda prueba unos términos imperativos (“el agente 
someterá…”), de manera que no se trata de un derecho renunciable, sino de un 
mandato legal que determina como debe realizarse la prueba, de tal modo que 
el resultado no se considera fiable si la tasa obtenida en una prueba no queda 
avalada por la arrojada en la otra. En ambas espiraciones ha de obtenerse una 
concentración de alcohol en aire superior a la establecida en el tipo delictivo. 
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La correlación entre la norma penal y la administrativa, en cuanto a la práctica 
de las pruebas de alcoholemia, se encuentra habilitada por Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, en cuyo art. 796.7 se establece que: la práctica de las 
pruebas de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la legislación de 
seguridad vial. Así pues, las reglas de procedimiento administrativo insertadas 
en la norma procesal son indispensables para la aplicación del delito. 
 
4.5. Objetivación de la tasa y márgenes de error 
La objetivación de una tasa penal debe suponer un esfuerzo a la hora de realizar 
las pruebas de alcoholemia, de manera que se cumplan escrupulosamente las 
exigencias del art. 14 LSV y de los art. 20 a 26 RGC. 
 
Igualmente debe cumplirse la normativa recogida en los preceptos de la Ley de 
Metrología, y su Reglamento, en relación con la homologación, revisiones y 
margen de error de los etilómetros, siendo de especial aplicación la Orden 
Ministerial OM/ITC/3707/2006, de 22 de noviembre16, por la que se regula el 
control metrológico del estado de los instrumentos destinados a medir la 
concentración de alcohol en el aire espirado. De tal forma, se han de utilizar 
etilómetros evidenciales oficialmente aprobados, siendo indispensable 
incorporar al procedimiento los certificados de verificación, a los efectos de poder 
comprobar los márgenes de error de los aparatos. Estos márgenes de error, de 
acuerdo con la anterior Orden Ministerial antes citada, son los siguientes: 
➢ Para etilómetros nuevos y que no han sufrido reparación o modificación 
en su primer año de servicio: 
o Para concentraciones < 0’40 mg/l = 0’02 mg/l 
o Para concentraciones ≥ 0’40 mg/l y ≤ 2 mg/l = 5 % del valor de la 
concentración 
o Para concentraciones > 2 mg/l = 20 % del valor de la concentración 
➢ Para etilómetros con más de un año de servicio y/o que han sido 
reparados o modificados: 
o Para concentraciones < 0’40 mg/l = 0’03 mg/l 
                                                 
16Circular 10/2011 Sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal 
en materia de Seguridad Vial. 
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o Para concentraciones ≥ 0’40 mg/l y ≤ 1 mg/l = 7’5 % del valor de la 
concentración 
o Para concentraciones > 1 mg/l = 20 % del valor de la concentración 
En todo caso el atestado policial deberá incorporar un acta de sintomatología 
externa, así como los datos de la forma de conducir, concurrencia de accidente, 
comisión de infracciones, aun cuando el tipo penal no exija signo ni otros 
requisitos adicionales a la tasa objetivada. Las razones son las siguientes: 
✓ Que no sea posible acreditar la comisión del delito del art. 379.2 inciso 2º 
(tasa superior a 0’60 mg/l), dicha acta podría suponer prueba para la 
incriminación del delito del art. 379.1 inciso 1º (conducción bajo la 
influencia del alcohol). 
✓ A efectos de individualización de la pena fundada en la entidad de los 
signos y hechos concurrentes. 
 
5. La delincuencia vial 
Más de un tercio de los delitos que se cometen en España son contra la 
seguridad vial. Según encuestas, 4’5 millones de conductores españoles 
reconocen haber cometido delitos contra la seguridad vial, de ellos 2’5 millones 
por consumo de alcohol o drogas, hecho que se traduce en que 16’5 millones de 
conductores se han sentido alguna vez en peligro por un presunto delito vial. 
Aproximadamente, el 14% de los fallecidos en accidente de tráfico mueren por 
conductas delictivas de otros conductores17.  
 
Entre 2008 y 2015 ha habido casi 900.000 procedimientos judiciales por delitos 
contra la seguridad vial, que se han traducido en casi 650.000 conductores 
condenados. Dentro de este tipo de delitos, 6 de cada 10 conductores es por 
conducir tras haber consumido drogas o alcohol18. 
 
Aunque la delincuencia vial abarca todos los delitos que aparecen en el capítulo 
IV del Título XVII del Libro II del Código Penal, bajo la rúbrica “Delitos contra la 
Seguridad Vial”, arts. 379 a 385, el presente trabajo se centra en las dos 
conductas concretas ya mencionadas supra, es decir, el delito de conducción 
                                                 
17https://www.fundacionlineadirecta.org (Fecha de consulta 01/12/2017). 
18Memorias de la Fiscalía de Seguridad Vial 2008-2015 (Fecha de consulta 01/12/2017). 
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bajo la influencia de bebidas alcohólicas y el de negativa a someterse a las 
pruebas para su detección. 
 
5.1. Tipología delictiva 
Los delitos contra la seguridad vial son delitos de mera actividad, en los que la 
consumación se produce con la acción de puesta en peligro del bien jurídico 
protegido, sin necesidad de la concurrencia de un resultado lesivo. En cuanto al 
elemento subjetivo, son delitos dolosos19, es decir, cometidos con conocimiento 
y voluntad, o lo que es lo mismo de forma intencional. Su comisión imprudente 
no está prevista en el Código Penal, por lo que si se diera alguna de las 
conductas previstas bajo esta rúbrica por descuido o negligencia no tendrían 
reproche penal, sin perjuicio de que pudiera constituir infracción administrativa20.  
 
También es necesario mencionar que nuestro Código Penal ha previsto la 
posibilidad de que con los actos sancionados en los art. 379, 380 y 381, además 
del riesgo se produzca un resultado lesivo constitutivo de delito. En tal caso el 
art. 382 CP da solución al concurso de normas estableciendo que “los jueces y 
tribunales apreciarán tan solamente la infracción más gravemente penada, 
aplicando la pena en su mitad superior y condenando, en todo caso, al 
resarcimiento de la responsabilidad civil que se hubiere originado”. Con respecto 
a este precepto, existe una proposición de Ley Orgánica de modificación de la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en materia de 
imprudencia en la conducción de vehículos a motor o ciclomotor y sanción del 
abandono del lugar del accidente”, que plantea la sustitución del vigente art. 382 
CP por un tipo específico de omisión del deber de socorro en relación con los 
accidentes de tráfico. 
 
5.1.1. Delito de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas. 
El delito de conducción con sintomatología etílica o con tasas de alcohol 
superiores a las permitidas se encuentra tipificado en el art. 379.2 CP, que 
castiga al que “…Condujere un vehículo a motor o ciclomotor bajo la influencia 
                                                 
19 MUÑOZ CONDE, F. (2007), pág. 690. 
20Delitos contra la Seguridad Vial, guiasjuridicas.wolterskluwers.es (Fecha de consulta 
20/03/2018). 
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de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o de bebidas 
alcohólicas. En todo caso será condenado con dichas penas el que condujere 
con una tasa de alcohol en aire espirado superior a 0’60 mg/l o con una tasa de 
alcohol en sangre superior a 1’2 gr/l”.   
 
Se trata de un delito de peligro abstracto21, tal y como ha reconocido la doctrina 
científica22, bastando solamente con la conducción del vehículo bajo los 
síntomas de la ingestión del alcohol o con la tasa objetivada de alcoholemia, sin 
que se tenga que producir de forma inmediata y directa un atentado a otros 
bienes jurídicos distintos al de la seguridad vial. 
 
Este tipo tiene dos modalidades. La primera no basta con conducir con una tasa 
por encima de los límites previstos en el RGC (art. 20), sino que además debe 
estar probado que esto influye en el modo de conducir, siendo el elemento típico 
la influencia de las bebidas alcohólicas en la conducción23, de manera que 
afecten negativamente a las condiciones físicas y/o psíquicas del conductor, por 
lo que es insuficiente el haber ingerido alcohol si no se demuestra esa necesaria 
influencia. Por tanto, es preciso demostrar que el conductor lo hacía bajo la 
influencia del alcohol, siendo el grado de alcoholemia arrojado en la prueba 
practicada un indicio que habrá de valorarse conjuntamente con otras pruebas 
que permitan demostrar dicha influencia en las capacidades físicas y psíquicas 
del sujeto que realmente afecten a la capacidad para conducir24. 
 
La segunda modalidad, introducida por la LO 15/2007, constituye una presunción 
iuris et de iure, ya que considera de forma objetiva que a partir de ese nivel de 
alcohol si hay influencia en la conducción, sin que se admita prueba en 
                                                 
21OLMEDO CARDENETE, peligro abstracto significa que “no se requiere para su consumación 
la presencia de ningún resultado lesivo ni tampoco la existencia de circunstancias que evidencien 
la existencia de un riesgo singular para la vida o salud de una o varias personas”. Cfr. OLMEDO 
CARDENETE, M. (2002), pág. 3.  
22BUSTOS RAMÍREZ, J. (1991), pág. 250; CÓRDOBA RODA, J./GARCÍA ARÁN, M. (2004), pág. 
1703; MONTANER FERNÁNDEZ, R. (2006), pág. 271. 
23SSTC 145/1983, 148/1985, 22/1986. 
24La conducción irregular en la práctica, junto con otros elementos, es utilizada como indicio de 
influencia en las capacidades psicofísicas del conductor. DOMÍNGUEZ IZQUIERDO, E.M. 
(2008), págs. 589 y ss; MAGRO SERVET, V. (2006), pág. 1802.  
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contrario25. En este caso, la conducta típica consiste en conducir con una tasa 
de alcohol en aire espirado superior a 0’60 mg/l o superior a 1’2 g/l en sangre. 
En consecuencia, este delito se comete con la mera constancia de la 
concurrencia en el conductor de la tasa objetivada, mediante la verificación de la 
alcoholemia en el sujeto de acuerdo a los procedimientos legalmente 
establecidos, sin que la influencia en la conducción constituya el elemento típico.  
 
A diferencia de la conducción bajo la influencia del alcohol, el delito por conducir 
superando la tasa objetivada conlleva que las pruebas de detección alcohólica 
pasen a tener un carácter probatorio esencial, siendo necesario que éstas se 
realicen con etilómetros oficialmente autorizados, que se hayan respetado los 
márgenes de error conforme a la OM/ITC/3707 y se haya observado en su 
práctica los requisitos establecidos en los arts. 20 a 26 RGC, quedando 
configurada como una prueba pericial preconstituida26. 
 
La nueva fórmula de la tasa objetivada no significa que queden despenalizas las 
conducciones con tasas inferiores a 0’60 mg/l, pudiendo ser de aplicación el tipo 
de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas si se dan los elementos 
exigidos para ello. En los casos de que la persona sometida a las pruebas 
presente tasas inferiores a la prevista en el art. 379.2 CP, pero superiores a las 
establecidas reglamentariamente (art. 20 RGC), y siempre que no existan 
síntomas que denoten que se encuentra bajo la influencia del alcohol, estaremos 
ante la presencia de infracciones administrativas al art. 20 RGC en relación con 
el art. 14 LSV. 
 
Igualmente estaremos ante la presencia de infracciones administrativas en los 
casos de falta de tipicidad por no hacer uso el sujeto activo de un “vehículo a 
motor o ciclomotor”, ex art. 379.2 CP, como sería el caso de uso de bicicletas, 
vehículos de tracción animal o simples peatones.  
 
5.1.2. Delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia 
                                                 
25M. GUTIÉRREZ RODRÍGUEZ, V. GARCÍA DEL BLANCO, M. MARTÍN LORENZO, M. SANZ-
DÍEZ, (2009), pág. 217. 
26STC 100/1985 de 3 de octubre. 
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La redacción del art. 383 vigente desde el 2 de diciembre de 2007 configura el 
delito como un tipo penal en blanco27, ya que remite de forma expresa a la 
normativa administrativa sobre comprobación de la alcoholemia, es decir, art. 14 
LSV y art. 20 a 26 RGC.  
 
La conducta típica consiste en conducir un vehículo a motor o ciclomotor y 
negarse a someterse a las pruebas legalmente establecidas para la 
comprobación de las tasas de alcoholemia. Algunos autores consideran que el 
tipo configurado en el artículo 383 CP constituye un delito de “omisión pura”28. 
Se trata, por tanto, de un delito de peligro abstracto29 o de mera actividad, ya que 
no exige la demostración de una puesta en peligro concreto, y se consuma de 
forma instantánea en cuanto se realiza la conducta típica, sin necesidad de un 
ulterior resultado.  
 
De acuerdo a la redacción actual del art. 383 CP será delito la negativa abierta 
a someterse a las pruebas legalmente establecidas en todos los casos, aun 
cuando el conductor requerido no presente síntomas de haber ingerido alcohol, 
extendiendo su ámbito de aplicación a todos los supuestos del art. 21 RGC, que 
es el precepto que se utiliza como norma sancionadora administrativa, en 
desarrollo de la obligación prevista en el art. 14 de la LSV para conductores 
requeridos por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico: 
- Cualquier usuario de la vía o conductor de vehículo implicado 
directamente como posible responsable de un accidente de tráfico. 
- Quienes conduzcan con síntomas evidentes, manifestaciones que 
denoten o hechos que permitan razonablemente presumir que lo hacen 
bajo la influencia de bebidas alcohólicas. 
- Conductores denunciados por la comisión de infracciones de tráfico. 
- Conductores requeridos en controles preventivos de alcoholemia. 
                                                 
27M. TRAPERO BARREALES, (2016), págs. 238 y ss, pone de relieve los requisitos establecidos 
por el TC para la constitucionalidad de este tipo de preceptos, que se resumen en el reenvío 
normativo expreso, justificación en razón al bien jurídico protegido por la norma penal, que la ley 
señale la pena y exponga el núcleo esencial de la prohibición y que se satisfaga la exigencia de 
certeza.  
28DE VICENTE MARTÍNEZ, (2012), pág. 65. 
29Atribuyen la consideración de delito de peligro abstracto al delito del art. 383 CP, entre otros, 




Así las cosas, el precepto estudiado no exige un determinado móvil en el autor, 
no siendo necesario que quien se niega lo haga para encubrir una infracción del 
art. 379 CP, o simplemente, y estando en perfectas condiciones para conducir 
un vehículo, lo hace por ira momentánea o cualquier otra circunstancia, siendo 
en todo caso delictiva y antijurídica la conducta (en relación al bien jurídico 
principio de autoridad)30. 
 
Se trata de un delito de propia mano cuyo sujeto activo sólo puede ser el 
conductor de un vehículo a motor o ciclomotor y “consiste en la negativa clara e 
inequívoca, o tácita e inferida de actos concluyentes, a someterse a la práctica 
de las pruebas de detección alcohólica”31.  
 
El resto de conductores (bicicletas, vehículos de tracción animal, etc) quedan 
fuera del precepto penal por la propia dicción del mismo, al establecer “…para la 
comprobación de las tasas de alcoholemia (…) a que se refieren los artículos 
anteriores…”, aunque dicha desobediencia puede ser sancionada por vía 
administrativa como infracción al art. 21 RGC en relación con el art. 14 LSV. 
 
La jurisprudencia requiere para la apreciación de este delito una serie de 
requisitos en cuanto al acto de requerir al obligado, como son, “requerimiento de 
sometimiento a las pruebas de detección alcohólica por parte de un agente de la 
autoridad que se encuentre en ejercicio de sus funciones. Es decir, un mandato 
expreso y legal de los agentes impartido en el ejercicio de sus funciones y, por 
tanto, dentro de los límites de su competencia. Ha de tratarse de una orden 
expresa, terminante y clara, lo que abarcará la información sobre las 
consecuencias de su incumplimiento, cuando existan motivos para sospecha 
que los destinatarios de la misma pudieran desconocerlas. Por último, la negativa 
al cumplimiento debe ser seria y contundente, no una mera renuencia” 32. 
 
                                                 
30STS 1073/2017 de 28 de marzo, (F.J. 7º). 
31 SAP Madrid 832/2008 de 16 de febrero, (F.J. 4º). 
32STS 644/2016, Sala 2ª de lo Penal, de 14 de juio, (F.J. 4º). 
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Como ya se ha mencionado anteriormente, el art. 796.7º Lecrim dispone que “La 
práctica de las pruebas de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la 
legislación de seguridad vial”, consistiendo éstas, según los art. 20 a 26 RGC, 
en la verificación del aire espirado mediante etilómetros oficialmente autorizados. 
Más concretamente el art. 23 RGC establece que “el agente someterá al 
interesado, para una mayor garantía y a efectos de contraste, a la práctica de 
una segunda prueba de detección alcohólica por el aire espirado”. 
 
Dicha legislación, establece el carácter imperativo de ambas pruebas, no siendo 
la segunda un derecho del interesado de ejercicio potestativo, sino una 
obligación orientada a garantizar el acierto del resultado. Por lo tanto, la negativa 
a someterse a cualquiera de ellas puede subsumirse en el tipo penal estudiado33.  
 
Por el contrario, sí tiene el carácter de voluntario la analítica de sangre y las 
demás previstas en el art. 23.3 RGC, si bien, éste derecho surge cuando el 
interesado se ha sometido a las pruebas reglamentarias, pues tal derecho es a 
contrastar las pruebas legalmente establecidas y efectivamente realizadas34. La 
Circular 10/2011 FGE viene a ratificar lo dicho anteriormente, en cuanto dice que 
“deberá ejercitarse la acción penal en los supuestos de negativa abierta a la 
práctica de una de las dos pruebas de detección de alcohol en aire espirado. 
Asimismo, cuando el conductor se niegue a someterse a las dos pruebas y 
solicite la analítica de sangre”. 
 
También puede ocurrir que, en la práctica de la prueba de alcoholemia, el 
conductor obligado se niegue pero de forma encubierta, mediante una 
disposición simulada a soplar, ya que no efectúa el esfuerzo mínimo 
imprescindible para culminar la prueba. Ello puede dar lugar a pruebas erróneas 
por insuflar menos aire del necesario o interrumpir la prueba, a pesar de que por 
parte de los agentes se le hayan dado las instrucciones claras y precisas para 
ello. Esta actitud pasiva pero claramente rebelde al acatamiento de la orden 
constituye también el delito del art. 383 CP, pues cuando no consta imposibilidad 
física para realizar la prueba, sucesivos intentos inútiles no pueden deberse más 
                                                 
33STS 1/2002, de 22 de marzo, (F.J. 3º). 
34SAP Barcelona 16 de junio de 2004 y SAP Burgos de 7 de septiembre de 2010. 
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que a una actitud de negativa a realizar la prueba, aunque no sea de forma 
expresa35. 
  
5.1.3 Sujetos activos/pasivos 
La conducción de un vehículo a motor o ciclomotor se configura como un 
elemento del tipo en todos los delitos contra la seguridad vial, salvo en el previsto 
en el art. 385 CP, por lo que es sujeto activo de los delitos estudiados la persona 
que conduce un vehículo a motor o ciclomotor en las circunstancias que los 
distintos preceptos prohíben. 
 
En el Código Penal no se alude al concepto de conductor ni al de vehículo a 
motor o ciclomotor, por lo que en ausencia de un concepto jurídico penal, 
debemos acudir al Anexo I de la LSV, que ofrece las siguientes definiciones: 
➢ Conductor: persona que maneja el mecanismo de dirección o va al mando 
de un vehículo o a cuyo cargo está un animal o animales. En vehículos 
que circulen en función de aprendizaje de la conducción, es conductor la 
persona que está a cargo de los mandos adicionales. 
➢ Vehículo de motor: vehículo provisto de motor para su propulsión. Se 
excluyen de esta definición los ciclomotores, los tranvías y los vehículos 
para personas con movilidad reducida. 
➢ Ciclomotor: tienen la condición de ciclomotores los vehículos que se 
definen a continuación: 
a) Vehículo de dos ruedas, con una velocidad máxima por 
construcción no superior a 45 km/h y con un motor de cilindrada 
inferior o igual a 50 cm³, si es de combustión interna, o bien con 
una potencia continua nominal máxima inferior o igual a 4 kW si es 
de motor eléctrico.  
                                                 
35Cierta jurisprudencia menor valora que el concepto “someterse” empleado en el art. 383 del 
Código Penal “implica que una persona tiene que soportar cierto comportamiento, de forma que 
la negativa se da tanto cuando el sujeto activo omite desde el inicio la actividad impuesta 
negándose de manera expresa y directa a su realización, como cuando la aborda pero de modo 
tal que mediante subterfugios o actitudes simuladoras efectúa una práctica defectuosa que evita 
su cumplimiento, caracterizándose ambos supuestos por la presencia de una voluntad rebelde 
frente al requerimiento legítimo del agente de la autoridad”. SAP de Ourense sec. 2ª, de 8 de 
julio de 2015; SAP de Palma de Mallorca sec. 2ª, de 28 de septiembre de 2015. 
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b) Vehículo de tres ruedas, con una velocidad máxima por 
construcción no superior a 45 km/h y con un motor cuya cilindrada 
sea inferior o igual a 50 cm³ para los motores de encendido por 
chispa (positiva), o bien cuya potencia máxima neta sea inferior o 
igual a 4 kW para los demás motores de combustión interna, o bien 
cuya potencia continua nominal máxima sea inferior o igual a 4 kW 
para los motores eléctricos.  
c) Vehículos de cuatro ruedas, cuya masa en vacío sea inferior o 
igual a 350 kilogramos no incluida la masa de baterías para los 
vehículos eléctricos, cuya velocidad máxima por construcción sea 
inferior o igual a 45 km/h, y cuya cilindrada del motor sea inferior o 
igual a 50 cm³ para los motores de encendido por chispa (positiva), 
o cuya potencia máxima neta sea inferior o igual a 4 kW para los 
demás motores de combustión interna, o cuya potencia continua 
nominal máxima sea inferior o igual a 4 kW para los motores 
eléctricos. 
 
El sujeto activo ha de realizar la conducta típica conduciendo un vehículo a motor 
o ciclomotor, acción que ha de tener cierta duración temporal y traducirse en el 
recorrido de un espacio relevante. La jurisprudencia ha declarado que para que 
exista conducción, es necesario que se ponga en marcha el motor y que el 
desplazamiento se efectúe a impulsos, aunque el desplazamiento sea de corta 
distancia36. 
 
En el caso del delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia, 
igualmente el sujeto activo ha de ser el conductor de un vehículo a motor o 
ciclomotor y no los conductores de otro tipo de vehículos o el resto de usuarios 
de la vía susceptibles de ser requeridos para someterse a estas pruebas, cuya 
negativa, como ya ha habido ocasión de comentar, sería una simple infracción 
administrativa. Esto es así por la propia redacción del art. 383 CP, cuando 
establece “…para la comprobación de las tasas de alcoholemia…a que se 
                                                 
36 STS 436/2017, (FJ 5º): “el desplazamiento de un vehículo a motor o ciclomotor en una vía 
pública bajo los efectos de bebidas alcohólicas integra el verbo típico previsto en el art. 379.2 
CP, aunque el trayecto recorrido no haya sobrepasado los 2 metros”. 
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refieren los artículos anteriores…”, artículos en los que se configura como sujetos 
activos a los conductores de estas clases de vehículos y no otros. 
 
Los sujetos pasivos de estos delitos son el resto de los usuarios de las vías 
públicas, que pudieran ser víctimas potenciales de la puesta en peligro a la 
seguridad vial que estos tipos constituyen y, por consiguiente, también de otros 
bienes jurídicos como la vida o la integridad física, que con estas acciones 
pueden llegar a verse afectados. Aunque, si bien, en el caso del delito de 
negativa a someterse a las pruebas, podríamos incluir dentro del sujeto pasivo a 
las Administraciones que ostentan la competencia del control y vigilancia del 
tráfico, encarnadas en la figura de los agentes de la autoridad competentes.  
 
5.2. Bienes jurídicos protegidos 
Los delitos contra la seguridad vial son un conjunto de ilícitos que dañan el bien 
jurídico seguridad vial37, es decir, que generan un riesgo para los usuarios de las 
vías en las que se desarrolla el tráfico, y aunque no tienen por qué causar un 
daño tangible, con estas conductas se pone en peligro la seguridad de otras 
personas, por lo que habría que decir que se protege el bien jurídico colectivo 
seguridad vial de forma inmediata y los bienes jurídicos individuales vida e 
integridad física de los que participan en el tráfico de forma mediata38.  
 
El delito de conducción bajo los efectos del alcohol, ya sea porque quede 
acreditada la influencia o por superar la tasa penal objetivada, es un delito 
encuadrado dentro de los llamados contra la seguridad vial, anteriormente contra 
la seguridad del tráfico, por lo que es notorio que el bien jurídico protegido en él, 
como se ha indicado anteriormente, es la seguridad vial, como bien jurídico social 
o colectivo, distinto de otros propiamente individuales como la vida o la integridad 
física, aunque en el fondo relacionados, ya que la aspiración del legislador al 
establecer estas conductas como delictivas es la de disminuir los riesgos que 
                                                 
37Consideran que la “seguridad vial” es el objeto de protección en estos delitos, entre otros, DE 
VICENTE MARTÍNEZ, R. (2008), págs. 317 ss.; GÓMEZ PAVÓN, P. (2010), págs. 91 ss.  
38GRACIA MARTÍN, L. (2010), págs. 67 ss, indicando que la lesión de bienes jurídicos colectivos 
conlleva eo ipso este menoscabo, lo que se deduce de las funciones que desempeñan los bienes 
jurídicos colectivos respecto a los individuales.  
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comporta el mezclar el alcohol con la conducción de vehículos, y evitar así los 
accidentes, mediante la prevención y la sanción.  
 
En cuanto al delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia, ya sin 
la remisión que anteriormente existía al art. 556 CP referido a la desobediencia 
grave a la Autoridad o sus agentes, en él puede identificarse una doble tutela39. 
Por un lado, protegería la seguridad vial, dado su emplazamiento dentro de los 
delitos contra la seguridad vial, y porque se trata de una conducta que se 
desarrolla en el contexto de, y con implicación en, la circulación vial, impidiendo 
que un conductor que pudiera hallarse bajo la influencia del alcohol pudiera 
seguir conduciendo, sancionando a quien se niegue a someterse a las pruebas 
establecidas40. Y, por otro lado, otorgaría protección al principio de autoridad 
inherente a la función policial en su función de supervisores del tráfico, como 
garantía para que éste discurra en condiciones de seguridad41.  
 
5.4. La doctrina del autoencubrimiento impune  
Tempranas sentencias del Tribunal Constitucional, que se mencionarán a 
continuación, analizaron esta doctrina a la luz de la comisión del delito de 
negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia, al ventilar recursos en los 
que las partes invocaban que con este delito se vulneraban derechos 
constitucionales como los de no declarar contra si mismo, no confesarse culpable 
y el de presunción de inocencia (art. 17.3 y 24.2 CE). 
 
El autoencubrimiento es aquella conducta por la que el partícipe en un delito trata 
de ocultar los indicios de su participación en la infracción cometida. Dicho 
                                                 
39Se encuentra ampliamente reconocida entre la jurisprudencia la tesis pluriofensiva del delito de 
negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia y drogas: entre otras, la SAP de Zaragoza 
sec. 1ª, nº 413/2013 de 27 de diciembre; la SAP de Almería sec. 1ª, nº 186/2014 de 23 de junio; 
la SAP de Madrid sec. 2ª, nº 594/2014 de 26 de septiembre; la SAP de Barcelona sec. 8ª, nº 
248/2015 de 20 de marzo; la SAP de Alicante sec. 10ª, nº 263/2013 de 26 de junio; la SAP de 
Burgos sec. 1ª, nº 219/2014 de 19 de mayo; la SAP de Madrid sec. 15ª, nº 941/2014 de 9 de 
diciembre; o la SAP de Albacete sec. 2ª, nº 263/2015 de 22 de junio, donde todas ellas entienden 
que el bien jurídico protegido en el artículo 383 CP es doble: por un lado, la protección de la 
seguridad del tráfico rodado y, por otro, la protección del orden público a tenor de la 
desobediencia manifiesta.  
40MAGRO SERVET, V. (2000), págs. 5 y ss.; TRAPERO BARREALES, M., (2011) pág. 244.  
41SAP de Barcelona sec. 10ª, nº 515/2013 de 3 de junio; las SSAP de Madrid sec. 17ª, nº 
597/2015 de 4 de septiembre; y sec. 29ª, nº 653/2015 de 29 de octubre; o la SAP de Orense sec. 
2ª, nº 67/2015 de 3 de marzo, entre otras. 
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autoencubrimiento, en términos generales, es impune, salvo que los actos del 
encubridor constituyan por sí mismo un nuevo delito, cuyo desvalor no sea 
subsumible en el delito que origina esta conducta42.  
 
El estudio de esta materia por nuestra jurisprudencia es amplio, mostrándose 
favorable a la impunidad del autoencubrimiento, en virtud del principio falta de 
culpabilidad por no exigibilidad de otra conducta43, buscando como solución el 
concurso de normas del art. 8 CP, evitando la afectación del principio non bis in 
idem que se produciría al penar doblemente un mismo hecho, cuando éste es 
subsumible en dos tipos penales, pero que la subsunción en uno de ellos excluye 
la del otro, bien por la regla de subsidiariedad del art. 8.2º CP, bien por la de 
consunción impuesta por el art. 8.3 CP.  
 
La doctrina del autoencubrimiento impune entiende igualmente que no es 
exigible a nadie atender un llamamiento policial si éste puede acarrear su 
detención por la comisión de un delito previo, pues se entiende que es natural la 
decisión de no acatar la orden por el puro instinto del ser humano de 
salvaguardar su libertad. Así, la jurisprudencia del TS, en casos de huida o 
elusión de la acción policial para el descubrimiento de la participación en hechos 
punibles, viene admitiendo el principio de autoencubrimiento impune, aunque 
limitándolo a casos de mera huida que podrían dar lugar al delito de 
desobediencia, con exclusión de conductas que pongan en peligro otros bienes 
jurídicos44. Dicha desobediencia, a pesar de serlo en sentido gramatical, no sería 
constitutiva de un delito, al no ser el fin último de ésta un desprecio a la autoridad, 
sino la huida propia del ansia de libertad humana tratando de eludir las 
consecuencias de la infracción penal.  
 
Pero, dicha doctrina no puede ser aplicable al caso de la negativa a someterse 
a los controles de alcoholemia, como ya expuso la STC 103/1985 (F.J. 3º) al 
afirmar que “el deber de someterse al control de alcoholemia no puede 
                                                 
42 STS 497/2012 de 4 de junio; STS 600/2007 de 11 de septiembre; STS 671/2006 de 21 de 
junio, entre otras. 
43 STS 20/2016, Sala 2ª de lo Penal, de 26 de enero (F.J. 3º). 
44STS 670/2007, Sala 2ª de lo Penal, de 17 de julio (F.J. 1º). 
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considerarse contrario al derecho a no declarar, a no declarar contra sí mismo y 
a no confesarse culpable, pues no se obliga al detectado a emitir una declaración 
que exteriorice un contenido, admitiendo su culpabilidad, sino a tolerar que se le 
haga objeto de una especial modalidad de pericia, exigiéndole una colaboración 
no equiparable a la declaración comprendida en el ámbito de los derechos 
proclamados en los art. 17.3 y 24.2 CE”. Igualmente la STC 145/1987 (F.J. 2º) 
afirma rotundamente que “la determinación del grado de alcohol en sangre a 
través del correspondiente «test» de alcoholemia no es contraria a las garantías 
constitucionales”. 
 
En la misma línea, la STC 161/1997 (F.J. 4º) afirmó que “la verificación de la 
prueba que se considera supone, para el afectado, un sometimiento, no ilegítimo 
desde la perspectiva constitucional, a las normas de policía, sometimiento al que, 
incluso, puede verse obligado sin la previa existencia de indicios de infracción, 
en el curso de controles preventivos”. Esta misma sentencia, al analizar el 
derecho a la presunción de inocencia y si la prueba de alcoholemia supone una 
inversión de la carga de la prueba (F.J. 7º) estableció que “las pruebas de 
detección discutidas, ya consistan en la espiración de aire, ya en la extracción 
de sangre, en el análisis de orina o en un examen médico, no constituyen 
actuaciones encaminadas a obtener del sujeto el reconocimiento de 
determinados hechos o su interpretación o valoración de los mismos, sino 
simples pericias de resultado incierto que, con independencia de que su 
mecánica concreta no requiera sólo un comportamiento exclusivamente pasivo, 
no pueden catalogarse como obligaciones de autoincriminarse, es decir, como 
aportaciones o contribuciones del sujeto que sostengan o puedan sostener 
directamente, en el sentido antes dicho, su propia imputación penal o 
administrativa… Esta obligación nace, en efecto, no sólo de la evidente 
legitimidad genérica de este tipo de actuaciones de los poderes públicos como 
actuaciones de indagación de la policía judicial para la detección de la comisión 
de delitos, sino también de una justificación análoga de las mismas cuando 
corresponden a la función de supervisión de la Administración de que las 




En definitiva, y visto todo lo anterior, el TC ha venido a considerar la prueba de 
alcoholemia como una colaboración imperativa, distinta del concepto de 
declaración o manifestación inculpatoria, que no vulnera derechos 
fundamentales siempre que se haga con las precisas garantías procesales, 
estableciéndola como una prueba pericial preconstituida. 
 
6. El concurso real de delitos  
El concurso real se presenta cuando un sujeto realiza varias acciones punibles 
de las que se derivan la comisión de otras tantas infracciones penales, es decir, 
concurren varias acciones o hechos, cada uno constitutivo de un delito 
autónomo45, que proviene de un mismo agente y que son enjuiciables en el 
mismo proceso penal46. 
 
La jurisprudencia del TS ha venido reiteradamente a decir que “hay concurso de 
delitos -y no de normas- cuando para abarcar la total antijuricidad de un 
comportamiento delictivo concreto es necesaria la aplicación de diferentes 
preceptos penales”47. En otro caso, nos encontraríamos ante un concurso de 
normas48.  
 
El concurso real tiene como consecuencias: 
▪ La acumulación material (art. 73 CP): “al responsable de dos o más delitos 
o faltas se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas 
infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, por la 
naturaleza y efectos de las mismas”. Cuando lo anterior no fuera posible 
se ejecutará cada una de ellas por el orden de su respectiva gravedad 
(art. 75 CP). 
▪ La acumulación jurídica (art. 76 CP):  
1. El máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no 
podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más 
                                                 
45MUÑOZ CONDE/GARCÍA ARÁN, (2002), pág. 488. 
46VILLAVICENCIO TERREROS, F, (2013), págs. 702-703. 
47STS 149/2007, Sala 2ª de lo Penal, de 26 de febrero (F.J. 6º). 
48 STS 468/2006 de 27 de abril, 1518/2005 de 19 de diciembre, 1521/2004 de 14 de diciembre 
entre otras. 
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grave de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las 
que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que 
no podrá exceder de 20 años. 
2. Excepcionalmente, este límite máximo será: 
o De 25 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más 
delitos y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de 
prisión de hasta 20 años. 
o De 30 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más 
delitos y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de 
prisión superior a 20 años. 
o De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más 
delitos y, al menos, dos de ellos estén castigados por la ley con 
pena de prisión superior a 20 años. 
o De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más 
delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título 
XXII del libro II de este Código y alguno de ellos esté castigado por 
la ley con pena de prisión superior a 20 años. 
o Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al 
menos, uno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión 
permanente revisable, se estará a lo dispuesto en los artículos 92 
CP y 78 bis CP. 
3. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en 
distintos procesos cuando lo hayan sido por hechos cometidos antes 
de la fecha en que fueron enjuiciados los que, siendo objeto de 
acumulación, lo hubieran sido en primer lugar.  
La reciente Sentencia del TS 419/2017 de la Sala 2ª de lo Penal, de 8 de Junio 
de 2017, de la que fue ponente el Excmo. Sr. D. Alberto Jorge Barreiro, viene a 
resolver un recurso de casación por infracción de ley (art. 849.1 Lecrim), en 
cuanto a que la parte recurrente entendía que la condena simultanea por delito 
de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas y por delito de negativa 
a someterse a la práctica de la prueba de alcoholemia vulneraba el principio de 
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proporcionalidad y el principio non bis in idem. La Sala desestima el recurso 
haciendo uso de unos fundamentos jurídicos que a continuación se comentarán, 
sentando así doctrina jurisprudencial a este respecto, estableciendo la sanción 
simultanea de ambas infracciones como un concurso real de delitos. 
 
El iter procesal es el siguiente. Se trata de un recurso de casación contra la SAP 
de Barcelona, sección 7ª, de 12 de septiembre de 2016, en la que se desestimó 
un recurso de apelación contra la sentencia del Juzgado de lo Penal nº 25 de 
Barcelona, de 19 de mayo de 2016, que condenaba a una persona como autora 
de un delito contra la seguridad vial del art. 379.2 CP, sin la concurrencia de 
circunstancias modificativas de la responsabilidad penal, y de un delito de 
negativa del art. 383 CP, con la concurrencia de la circunstancia atenuante de 
embriaguez, prevista en el art. 21.6º en relación con los art. 21.1 y 20.2 CP. 
 
En el fundamento jurídico 2º analiza la sentencia si con la aplicación simultánea 
de ambos preceptos se conculca el principio non bis in idem, el cual, según la 
doctrina del TC para que concurra debe darse identidad de sujeto, hecho y 
fundamento49. En el caso que se juzgó era clara la identidad de sujeto, pero no 
puede decirse lo mismo del hecho, puesto que el art. 379.2 CP castiga el 
conducir un vehículo a motor bajo la influencia del alcohol, y en cambio, el art. 
383 CP pena el conducir un vehículo a motor y negarse a las pruebas de 
alcoholemia una vez requerido por agente de la autoridad. Y para decir esto, el 
Tribunal se apoya en la STC 1/2009, de 12 de enero, que estableció que la 
disimilitud de conductas típicas excluye la vulneración del principio non bis in 
idem. 
 
A continuación, se cuestiona el Tribunal la aplicación del concurso real en el caso 
de que los bienes jurídicos tutelados en ambos preceptos (art. 379.2 y 383 CP) 
fueran los mismos. En ese caso, aunque como ya se dijo no habría bis in idem 
por tratarse de conductas distintas, si que se plantea el tribunal la posibilidad de 
que se vulnere el principio de proporcionalidad de las penas vinculado con el non 
bis in idem, y comprendido también en el art. 25 CE. Para responder a ello se 
                                                 
49STC 2/1981, 154/1990, 204/1996, 177/1999, 2/2003, 180/2004, 1/2009 y 77/2010. 
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cita la sentencia de esa misma Sala 210/2017, de 28 de marzo, la cual establece 
como bien jurídico protegido directamente por el art. 383 CP el principio de 
autoridad, y de forma mediata, muy mediata la seguridad vial, al igual que en 
otras infracciones de desobediencia en las que indirectamente se pueden estar 
violando otros bienes jurídicos. Esta misma cita jurisprudencial añade que con 
este delito el legislador ha creado un delito de desobediencia especial, con unos 
requisitos específicos y objetivados, que busca, desde el punto de vista de la 
prevención general, conseguir el acatamiento de tales pruebas y, desde el punto 
de vista probatorio la garantía de poder contar con una prueba relevante para 
poder investigar los delitos contra la seguridad vial. En definitiva, la STS 
419/2017 descarta que la punición acumulada de ambos delitos constituya una 
desproporción que provoque un desplazamiento del concurso real de delitos al 
concurso de normas. 
 
Sigue la sentencia en el mismo fundamento jurídico exponiendo que el delito de 
negativa del art. 383 es un “delito obstáculo”, en el sentido de que con él se 
adelanta la barrera defensiva de la norma penal para el supuesto de conductores 
que se negaran a la pericia de la alcoholemia, ya que sin este delito, los bienes 
jurídicos que tutelan el precepto principal de conducir bajo los efectos del alcohol 
quedarían desprotegidos. Es lo que la doctrina alemana ha definido como 
“criminalización en un estadio previo a la lesión del bien jurídico”50, cuyas críticas 
han sido principalmente que, se justifica mediante la creación de unos bienes 
jurídicos de carácter vago y sólo susceptible de una descripción a grandes 
trazos51, y que además configura una tendencia dentro del Derecho Penal de 
características antiliberales, en la que se sacrifican garantías de libertades 
fundamentales a favor de una pretendida lucha efectiva contra la criminalidad52. 
 
Igualmente la sentencia se hace eco de la reforma legal de 2007 que introdujo el 
tipo de conducción etílica por encima de una tasa objetiva, ya que, a partir de 
                                                 
50JAKOBS, Günter, (1985), págs. 751-785.  
51Traducción del original alemán («Entmaterialisierung des Rechtsguts und der Kriminalpolitik. 
Zu Perspektiven und Fundamenten einer systemkritischen Rechtsgutslehre», manuscrito) 
realizada por Manuel Cancio Meliá y Enrique Peñaranda Ramos (Universidad Autónoma de 
Madrid).  
52ARTHUR KAUFMANN, (1991), págs. 329 y ss.; ALBRECHT, (1994), págs. 429 y ss.  
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esa modificación del Código Penal, la práctica de la prueba resulta 
imprescindible para constatar el elemento típico nuclear del inciso 2º del art. 
379.2 CP, que consiste en una tasa de alcoholemia concreta y superior a la 
establecida en el tipo. De manera que, sin la protección del art. 383 CP, el nuevo 
supuesto quedaría debilitado. Así, del mismo modo que esta reforma pasó a 
sancionar penalmente lo que antes era infracción administrativa (mera 
conducción bajo una tasa de alcoholemia determinada), no cabe entender que 
la negativa a someterse a las pruebas se suavice mediante una redacción que 
permita excluir el concurso de delitos a favor de un concurso de normas.  
 
También analiza la sentencia en este fundamento la doctrina del 
autoencubrimiento impune que, como ya se ha mencionado supra, reiterada 
jurisprudencia del TC ha establecido que, aunque el objeto de la prueba sea el 
propio imputado, esto no supone un obstáculo procesal para aplicar la norma 




La idea principal que subyace en este trabajo, tal y como se apuntó en los 
objetivos, es la importancia que ha cobrado, tras la reforma operada por LO 
15/2007 del Código Penal, la práctica de la prueba de alcoholemia, al haber el 
legislador objetivado un nivel de alcoholemia como umbral de peligro, digno en 
todo caso, de reproche penal. Anteriormente, como ya se ha expresado, no había 
una tasa objetivada, sino un conjunto de indicios sobre los que el juzgador tenía 
que vislumbrar si la conducción de un vehículo se veía afectada por el alcohol o 
no, en cuyo caso entraba en juego la sanción penal o por el contrario la 
administrativa. Esto, aunque sigue siendo así para tasas inferiores a la fijada por 
el Código Penal, siempre que la afectación del alcohol se manifieste en una 
sintomatología externa, no juega para tasas superiores a la prevista en el tipo, 
en cuyo caso se considera iuris et de iure que se está conduciendo bajo la 
influencia del alcohol. En mi opinión, este umbral, a partir del cual se activa la 
sanción penal, aporta seguridad jurídica en el sentido de que la respuesta 
jurisdiccional pasa a ser homogénea cuando se rebasa esa tasa, con 
independencia de que los síntomas que se exterioricen en el conductor sean más 
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o menos ostensibles, o que se hayan podido recoger de mejor o peor manera en 
las diligencias de síntomas externos de los atestados policiales.  
 
En relación a la negativa a someterse a las pruebas legalmente establecidas, si 
no se gozara de la protección concursal que ha sentado la jurisprudencia del TS 
en la estudiada Sentencia 419/2017, podrían darse situaciones en las que los 
conductores ebrios que negaran su colaboración para la práctica de las pruebas 
de alcoholemia sólo harían frente al delito de negativa, que como bien ha 
expresado la jurisprudencia que se ha señalado, no abarca el total desvalor de 
ambas conductas, ya que, aunque existen bienes jurídicos protegidos que se 
solapan, como puede ser la seguridad vial y por extensión la vida y la integridad 
física, el delito de negativa a someterse a las pruebas va un poco más allá, 
extendiendo su protección, además, al principio de autoridad, sin el cual 
difícilmente podrían protegerse los anteriores. 
 
Se entiende que el legislador ha querido dar la protección idónea a una prueba 
preconstituida que se practica al inicio de la investigación, y que, si no se cuenta 
con ella, la inculpación quedaría un poco al albur de otros indicios probatorios, 
como podrían ser las declaraciones de agentes de policía o testigos, siempre 
susceptibles de diluirse en el tiempo si no se cuenta con la eficacia reforzada de 
una pericia analítica. 
 
Igualmente lo ha entendido la jurisprudencia, al optar por el concurso real de 
delitos y no por el concurso de normas, sin que se puedan entender conculcados 
los principios de proporcionalidad de las penas y non bis in idem. Opino que el 
Tribunal ha entendido la importante función de prevención general que posee el 
delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia y la imperatividad 
de esta prueba, sobre todo después de la introducción, en el inciso segundo del 
art. 379.2 CP, de una tasa objetivada, susceptible de ser considerada en todo 
caso infracción penal, circunstancia que además coincide con las regulaciones 
legales que han realizado países de nuestro entorno, como se ha visto en el 
apartado dedicado al Derecho comparado. 
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En cuanto a la diferenciación de infracciones penales y administrativas, se ha 
analizado cómo los tipos penales estudiados exigen siempre el uso de vehículo 
a motor o ciclomotor, con la consiguiente remisión de la norma penal a la 
normativa de tráfico. En el delito de conducción bajo la influencia de bebidas 
alcohólicas, existe un rango intermedio de tasas sólo susceptibles de infracción 
administrativa, siempre que no existan síntomas externos, estas son las 
superiores a las establecidas reglamentariamente de 0’25 mg/l de alcohol en aire 
espirado y sin llegar a la tasa objetiva del art. 379.2 CP de 0’60 mg/l de alcohol 
en aire espirado. En mi opinión me parece acertado que el juzgador conserve en 
esa horquilla de tasas la capacidad de valorar si en el caso concreto ha habido 
afectación en la conducción y, por lo tanto, lesión la bien jurídico seguridad vial, 
pudiendo aplicar la sanción penal en su caso. 
 
En el delito de negativa, la nueva dicción del art. 383, por remisión nuevamente 
a la normativa de tráfico, al incluir en su tenor “las pruebas legalmente 
establecidas”, incluye todos los supuestos en que dicha normativa obliga a 
usuarios de la vía a someterse a las pruebas, pero siempre que estos sean 
conductores de vehículos a motor y ciclomotores, todo ello por la propia dicción 
del tipo. Así pues, otros usuarios de la vía distintos a estos entrarían dentro del 
ámbito de la infracción administrativa y no penal. 
 
Cabe apuntar que, tanto infracciones administrativas como penales, al estar 
protegiendo la seguridad vial, han de darse en espacios donde sea aplicable esta 
normativa, es decir, los lugares establecidos en la Ley de Seguridad Vial como 
de ámbito de aplicación de sus preceptos53.  
 
Finalmente, decir que a lo largo de este trabajo he podido comprobar las críticas 
que la doctrina encuentra en la vigente regulación, en cuanto a la presunción 
legal que supone una tasa objetivada, ya que supone un adelanto en la barrera 
punitiva que podría incidir en las garantías de libertades fundamentales, así 
como una intromisión en el ámbito propio del Derecho administrativo, contrario a 
                                                 
53Art. 1 LSV: Vías y terrenos públicos aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos; 
vías y terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común; vías y terrenos privados utilizados 
por una colectividad indeterminada de usuarios. 
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los principios de intervención mínima y ultima ratio inspiradores del Derecho 
Penal. En mi opinión este sacrificio es favorable para toda la sociedad, por el 
valor de los bienes jurídicos implicados, y como ya se ha indicado, también por 
el principio de seguridad jurídica.  
 
También se aprecia una desigualdad de trato debido a la falta de una tasa 
objetivada en materia de conducción bajo los efectos de las drogas y otras 
sustancias psicotrópicas, cuya sanción penal sigue basándose en la presencia 
de síntomas externos. Pienso que el legislador, en este caso y por coherencia 
con la regulación dada en relación con el alcohol, debería establecer un umbral 
de presencia de droga en el organismo a partir del cual entrara en juego, en todo 
caso, la sanción penal, por los mismos motivos de seguridad jurídica e 
importancia de bienes jurídicos implicados mencionados anteriormente. 
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